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La aplicación de un criterio
de oportunidad y la conversión
de la acción

La conversión de la acción penal en el
sistema provincial resulta de la aplicación
de uncriterio de oportunidad. Plasmado en

le los artículos 19 y ss. de la
cial 12.734 quefaculta al Minis-

terio Público a no promover o prescindir
totaLo parcialmente, de la acción penal, en
los siguientes casos: 1) cuandoel Código
Penal olas leyes penales especiales lo es-
tablezcan o permitan alTribunal prescindir
de la pena; 2) cuandose trate de hechos
queporsu insignificancia no afecten gra-
vemente elinterés público,salvo que fue-
sen cometidos por un funcionario público
en elejercicio o en razón de su cargo; 3)
cuando las consecuencias delhecho sufri-
das por el imputado sean de tal gravedad
que tornen innecesaria o desproporcionada
la aplicación de una pena, salvo que media-
ren razones de seguridad interés público
4)cuando la penaenexpectativa carezca de
importancia con relación a la pena ya im-
puesta por otros hechos; 5) cuando exista
conciliación entre los interesados, y el im-
putado haya reparadolos daños y perjuicios

  

causados enlos hechos delictivos con con-
tonido patrimonial cometidos sin violencia
física o intimidación sobre las personas,
salvo que existan razones de seguridad in-
terés público se encuentre comprometido
eliterés de un menor de edad; 6) cuando
exista conciliación ente losinteresadosyel
imputado,en los delitos culposos, lesiones.
leves, amenazas y/oviolación de domicilio,
salvo que existan razones de seguridad in-
terés público seencuentre comprometido
elinterés de un menor de edad; 7) cuando
elimputado se encuentre afectado poruna
enfermedadincurable en estadoterminal,
según dictamenpericial o tenga más de se-
tenta años, y noexista mayor compromiso
para el interés público.

 

 

 

En los supuestos de los incisos 2, 3 y 6
es necesario queel imputado haya repara-
dolos daños y perjuicios ocasionados, en la
medida de lo posiblo, firmado un acuerdo
con la victima en ese sentido,o afianzado
suficientemente reparación. Por su parte
elartículo 21 de la ley 12.734 dispone cuál
será el trámite para la aplicación de estas
reglas de disponibilidad, ya que exige que
con debido fundamento, elFiscal formule
ante Tribunal su posición.

  

  

Elimputado, sin recurso alguno, podrá
plantearante el Fiscal la aplicación de un

terio de oportunidad,fundandosu pedido.
¡tud de aplicación de un criterio de

oportunidad deberá ser comunicada por el
Tribunal a lavíctima, aunque no estuviere
constituida como querellante, quien deberá

pudiendo formular oposición.

 

  

 

Luegoeltribunal podrá admitir el cri-
terio de oportunidad, la acción pública se
tramitará conforme a lo previsto para el
procedimiento de querella, cualquiera fue-
ra el delito de que se tratase. En tal caso
la querella deberá presentarse dentro del
término de sesenta (60)días hábiles desde
la notificación de la resolución. La víctima
tendrá el derecho y el Estado el deber de
asegurarle el asesoramiento jurídico nece-
sario cuando no pudiese afrontar los gastos
en forma particular. Vencido el término, la
acción penalquedará extinguida para el au-
toro partícipe a cuyo favorse aceptó el cri-
terio de oportunidad, salvo el supuesto del
iso 2 delartículo 19 en quelos efectos se

extenderán a todoslos partícipes.

  

Noanalizaré aquílos casos en los que
procede la oportunidad, sino la proceden=



cia dela conversión una vez aceptada dicha
pauta, atento a lo normado porlos art.71 y
72 del Código Penal.

Corresponderesolver primero si el es-
tado puede abandonarla persecución penal
poraplicación de un criterio de oportunidad,
y habilitardicha herramienta aun particular.

No obstante el abordajeteórico que po-
demosrealizar de la cuestión, La realidad
judicial nos muestra un sistema penal que
no puede procesartodos los hechos que
llegan a su conocimiento. Se evidencia una
administración de recursos cada vez más
escasos, porlo tanto la selección criterio-
sa de las causasa investigar puede abrir el
camino ala realización decriterios eficaces
y rápidos en la persecución penal.

Nuestro sistema a su vez se basa en el
monopolio persecutorio del estado, cuan-
do establece en elart. 71 del Código Pe-
nal que deborániniciarse de oficio todas
las acciones penales, con excepción de las
que dependieran de instancia privada y las
acciones privadas. Asi, la acción penal es
ejercitada porel Ministerio Público, con las
excepciones antes mencionadas, deriván-

   

ción que conllevael principio de legalidad.

Comoregla general, se ha estimado ne-
cesario imponer a os órganos del
terio público, por víde principio, el deber
e promover a persecución penal, ante la
noticia de un hecho punible,en procura de
la decisión judicial que, previo esclareci
miento de laverdad acerca de esa hipó-

tesis, solucioneel caso porintermedio de
alguna delas resoluciones previstas enla
ley procesal. Dealí que, una vez promo
a la persecución penal, ella no se pueda
suspender, interrumpir o hacer cesar,

   

 

 

El principio de legalidad procesal en
realidad se refiere a la indisponibilidad de
la acción por parte del órgano estatal en-
cargado de la persecución,la «automática

inevitable reacción delEstado través de
los órganos predispuestos»"

Con la nueva normativaincorporada por
laloy 12,734,el MinisterioPúblico Fiscal po-

poderlegal de prescindir de la acusa-
pública, motivadoen la norma del ar-

tículo 19, que a su vez se funda en criterios
de política criminal o utilidad social. Setrata

 

  

 de una oportunidad «reglada» ya que el
legislador quien fijas las pautas de excop-
ción,tratando de evitar la discrecionalidad
delfuncionario de turno,

Porel contrario, en otros sistemas el
órgano acusadordispone de unlibre poder
de disposición dela acción penal, como en el
derecho anglosajón, lo que se otorga es una
facultad política de decisión en base a pará-
metroslo más precisos posible para limitar
o contener ese poder acusador que ahora
actuará en base a criterios de oportunidad,

Enotras provincias le ha tocado alpoder.
judicial resolver sobre la constitucionalidad
de norma que regula la procedencia de la
oportunidad. Asíla Corte Suprema de Jus-
ticia de Mendoza se ha pronunciado a favor
de la validez del artículo 26 del código de
rito mendocino que establece, al igual que
nuestro artículo 19,distintos supuestos de
posibilidad de cese delejercicio dela acción
porparte del Estado”.

Los antecedentes fácticos de este caso
involucran a Juan Rafael Sosa Morán, Héc-
tor Edgardo Hernández Norton, Humberto:
Segundo Novoa Martínez, Raúl Andres Her-
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nández Norton y Juan Bautista Contreras
Martínez, quienes fueron juzgados porla
comisión del delito de Daño Agravado, en
razón de haber escrito en la pared de la
Escuela Padre Arce, la frase «Vote msT pa
gue conla izquierda. no alpago de la deuda
externa, paro y plan de luchas»,importan=
do un daño equivalente a la suma de cien
pesos ($ 100).

En olfallo de Mendoza, citado como an-
tecedente, el artículo que reglamentaba la
oportunidad había sido declarado incons-
titucional porla Sexta Cámara del Crimen
de la primera circunscripción mendocina
por receptar estándares de oportunidad
procesal. Se consideró que violentaba la
normativa infraconstitucional (art.71 cp) y
el reparto constitucionalde competencias
legislativas,porintromisión dellegislador
provincial en un ámbito federal. La sala
segunda de la Corte Suprema mendocina
afirmó la correspondencia constitucional
delartículo 26 del Código de rito mendo-
ino, y la capacidad de las provincias de
reglarla disponibilidad de la acción, como
excepcionesal principio general de la le-
galidad delartículo 71 Código Penal.

   

El máximo Tribunal de Mendoza debió.
expedirse sobre el problema yaqueel artí
culo 71 del Código Penal regula el régimen
dela acción penale instaura el principio de
obligatoriedad e irrevocabilidad de la pro-
moción de la acción penal pública por parte
del Ministerio Público Fiscal (principio de le-
galidad procesal, da oficialidad, de indispo-
bilidad, tc) mientras que artículo 26 del
Código Procesal Penal de Mendoza recepta
el principio de la oportunidad procesal, en-
tendido como! facultad concedida al minis=
torio público fiscal para desistir deperseguir
ciertas nfracciones,de acuerdoalasdect
vas político criminales que ellegislador plas-
"mó en losincisos del mismo artículo. Fun-
amentan la necesidad del establecimiento
¿el principio de oportunidad motivostales
comola ficiencia en a persecución penal.
evitando elagotamiento a saturación de
recursos judiciales en delito insignificantes,
pero principalmente la urgencia dedarracio-
alidad ala selectividad punit

 

 

 

Elfallodel superior tribunalde Mendoza.
explica que esta normativa infraconstitucio-
"nal no se encuentra conminada por ninguna
"normade nuestra ley suprema,ya queel
tículo 18 cngarantiza el debido proceso, yla

 

  

seguridad juridica,fijando estándares mini-
'mos en dichas materias, y nola obligatorie-
dad de la persecución. Fundamenta dicho
cuerpo su postura en que «el principio de
oportunidaden realidadjuega además roles
dedistinto tipo, por un adoes un instrumento
procesalrealizador del derechofundamental
para quese defina dentro deun plazorazona-
ble el proceso y por otro lado es un estímulo
para lograra realización oportuna de losjub-
cios más importantes que se encuentran en
manos de los Tribunales y esto evidentemen-
te no es sustancial sinoprocesal».

Agrega ademásdicho pronunciamiento,
que nuestra Constitución Nacional, en su ar-
tículo! 8,prevé que nadie puede ser penado
sinjuicio previo fundado en ley anterior al
hecho del proceso, más no impone la obli-
gatoriedad en la imposición de una pena, o

  

sido advertidaEsta cuestión ya hal
por Cafferatta Noros, quien señalaba que
del marco delas garantías constitucionales,
contenidas en el artículo de referencia, sur-
ge expresamente «la necesidad de acusación
como presupuesto deljuicio, mas no ordena
que aquélla se produzca en todo casos.



De modo que el conflicto planteado en
orden a lavalidez de la norma procesal, su-

 

pone resolver en nuestra provincia, la apa=
rente contraposición de normascontenid
en el Código Penal con las normas adjeti-
vas, Concretamente el artículo 71 del di-
gesto nacional, con el artículo 19 de la ley
provincialN* 12.734,

 

La discusión relativa a la aplicación de
un criterio de oportunidad, y la posibilidad
de disponerde la acción penalobliga a de-
terminar quién es el titular de la misma,ya
quepor lógica nadie puede disponer de lo
que no le pertenece. La primera respuesta
surge de la misma ley de rito y señala que
su promoción ejercicio corresponde al Mi-
únisterio Público Fiscal (ar. 16 ley 12.734)re-
úpresentante del Estado provincial. Ahora bien,
la cuestión resolveres sel estado provincial
ltitularde la acción penal, o fue una de las
Tacultades que el mismo delegó en la Nación
por imperio de la organización federal.

 

Tenemos quefijar postura entonces, tra-
tando previamente de determinar su nat
ralezajurídica dela acción, ya que sil
ima pertenece al derecho penal puede caer
dentro de las facultades delegadas al poder

 

 

 

central, mientras que si situamosala acción
dentro del derecho procesal, la regulación
detodos los aspectosatinentesa ella resul-
ará unresorte de los estados provinciales.

Para la Teoría Generaldel Proceso, la ac
ciónforma parte del derecho formal, la idea
de «proceso»no es exclusiva de una rama del
derechoalas que las demás se deben adap-
tar, sino que un concepto único que describe
el debate en todas las ramasdel derecho
lógica y consecuencial-de instancias bi
terales conectadas entre sí porla autoridad
(Guez o arbitro), ambión o define en una cla-
ra referencia ala etapa del proceso conocida
'comojuicio plenario, comoel método de de-
bate dialéctico y pacifico entre dos personas
actuandoenpie de perfecta igualdad ante un
tercero que ostenta elcarácter de autoridad".

 

Desde este punto de vista, la acción es
unade las formas de instar, el derecho
quetienetoda persona (gente o ente) de diri
¿irse ala autoridad para obtener de ella,lue-
0 de un procedimiento, una respuesta cuyo
contenido no se puedeprecisar de antemano.

   

Siguiendo alDr. AlvaradoVelloso, la ac-
ión procesal esla instancia por la cual toda

 

persona puede concurrir ante la autoridad
para presentar una pretensión que no puede
ser satisfecha directamente por ésta sino por
una tercera persona que,por tanto, deberá in-
tegrar necesariamentela relación dinámica
quese origine con tal motivo. Resulta asíque
la acción procesal ostentalasingularparticu-
laridad de provenirdeun sujeto (Fiscal) ypro-
vocar la conducta de otros dos (juez e impu-
tado) entiempos normativamente sucesivost,

La acción es sin duda un punto de con-
tacto entre el Derecho Penal y el Derecho
ProcesalPenal, resultando un término mul-
tívoco que trae no pocos problemas,ya que
losjuristas deben aclarar previamente en
qué sentido están utilizandoel mismo. Den-
tro de esa multivocidad se detecta que ac-
ción en la dogmáti
tendida: como actividad, como sinónimo de
pretensión, o comosinónimo de derecho.
Mientras que para Alvarado Velloso la ac-
ción procesales la única instancia necesa-
riamente bilateral y proyectiva, siendo la

  

Desde el punto de vista de la Teoría Ge-
neraldelproceso, sonlas provincias las que
tienenla facultad reglamentaria de la ac-
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ción, negandola posibilidad de que se dife-
rencie entre una acción de naturaleza civil,
penal, laboral, ete.ya que dichos contenidos
están dadosporla «pretensión» que setrate,

Quienes resisten ala Teoría Generaldel
Proceso alegan que en el derecho civil se

 

derecho de acción,que contiene una preten-
sión. Yen elderecho penalse inicia ante una
noticia deun hecho punible, el cual marca
el inicio de una etapa de investigación pre-
via, que notiene en general estructura de
proceso.Porlo cual no podría adaptarse la
serie procesalcivil alpenal.

 

 

  

Fuera de dicha teoría, y con argumen-
tos distintos, el Dr. Eugenio Zaffaroni en su
bra cree que no puede sostenerse quela
acción penal setrate de materia de fondo, ya
que una disposición que le ordena a todojuez
realizar un acto -tomarconocimiento directoy
personal del imputado-no puede tener otrana-
turaleza que procesal. Además niega que se
trate de condición de punibilidad,sino que la
acción penal es requisito de procedibilidad:
«cuando falta una condición de punibilidad se
impone la absolución; cuando falta un requisito
de procedibilidad no hay proceso».

 

Enla corriente opuesta, numerosostra-
tadistas postulan el carácter material de la
acción penal. Así encontramosa Julio Maier
para quien el régimen de las acciones pena-
los, de suejercicio ysuextinción, al menos en-
tre nosotrospertenece al derecho penal ma-
terial,no sólo porque sus reglas representan
condiciones para la punibilidad de un hecho,
sino, también,porque setrata de decisiones
polticas básicas, que definen el sistema po-
halyque deben regir igualitariamente para
todala República, razón de ser racional de la
delegación por las provincias del poder legis-
lativo en el Congreso de la Nación para san-
cionar ciertas leyes comunes, en una decisión
contraria al modelo federativo utilizado por
nuestros constituyentes para lograr el texto
de la Constitución Nacional

  

Enta mismapostura encontramos a Se-
bastián Soler, quien sostenía una postura
sustancialista de la acción penal, expre-
ando que la acción no es más que el mo-
mento dinámico de una pretensión punitiva
preexistente y estática que se desencadena
con la comisión de un hecho. Producido este
la amenaza genérica de una pena se pone en
relación con un sujeto determinado, por me-
dio de una actividad de una serie de órganos

 

tendiente a producir en los hechos la conse-
cuencia amenazada, es decir pene

Comparto la postura quesitúa la ac-
ción dentro del derecho procesal, siguien-
do los argumentos de Alvarado inclusive
de Zaffaroni,siendo por ende una facultad
del estadoprovincialla regulación de todos
los aspectosatinentes a ella, en especial
elrolativoa la fijación de reglas de dispo-
nibilidad de la misma. Con acierto señala
Alberto Binder que mientras las provincias
van adoptando sistemas acusatorios, más
infecundo resulta mantenerla vigencia del
art.71 cr para elorden federal y provincial:
«se va haciendo más notorio que carece de
sentido que sea el Congresofederalquien es-
tablezca las prioridades(principio de oportu-
nidad)de esa persecución penal cuando esas
prioridades están íntimamente vinculadas a
las realidades locales»"

 

 

El segundo punto en discusión, como
derivación del anterior,es sílas provincias
puedenlegislar sobre materia procesal, o
la misma se delegó a la Nación, debido a
la adopción de un sistema federal, lo cual
implica el reconocimiento de las provincias
como entidades preexistentes, que delegan

 



 parte de sus competencias originarias al
gobierno federal,reservándose todo lo que
expresamente no deleguen en la Nación. El
artículo 75 inc. 12 cn se plasmó la transfe-
rencia a la Nación de la competencia para
dictarel Código Penal para todo el territorio
delpaís, y el artículo 121 cn como poder no
delegado a la Nación lecabe a las provir
cias dictarse sus propios códigosrituales.

 

La razón de la búsqueda de uniformi-
dad paratodoel país pretendeeliminara
posibilidad de distinta regulación en cada
territorio provincial de la disponibilidad de
la acción penal, en defensa del principio de
igualdad (articulo 16 dela Constitución Na-
cional) porel peligro de producirse una apli
cación desigualitaia del derechode fondo.
Para hacerefectiva la aplicación del Dere-

in alterar las jurisdicciones pro-
forma que no result vilato-

ria del principiodeigualdad ante la ley,no
puede menos quereconocerse quelaspro-
vincias han tenido que delegaral Congreso.
Nacionalalgunas limitadasfacultades pro-
cesales, que garanticen una igualitaria per-
secución penal delas conductas penadas. El
límite deesta delegación es,además, bien
claro:sehadelegado lo necesario para que

   

todos los delitos sean igualmente persegui-
bles y se han reservado los que hacen alas
modalidades de persecución".   

Sin embargo,el legislador provincial
santafesino ha considerado queel ius perse-
uendi es facultad no delegada al gobierno
central(artículo 121 cn)y que es fundamen-
tal para cumplirel mandato constitucional
de asegurar la administración de justicia
(art. 5 cn). Para sintetizarla discusión re-
sultan claraslas palabras de Vazquez Rossi,
quien señala: que resulta claro que el po-
der punitivo es de carácter predominant
mentepolítico, y se manifiesta en elCódigo
Penal,que prevé las conductas delictivas y
las penas; mas «la pretensión punitiva es de
espeafica indole realizativa y se encuentra
'normativamente establecida dentro del pro-
ceso penal»".

 

 

 

de absolucion del fiscaly la contl-
nuación del querellante.

El segundode los supuestos de trans-
formación de la acción pública en privada lo
constituye la falta de acusación o el pedido

de absolución del fiscalal momento de los
alegatos, en los casos que existe querellan-
te constituido dentro del proceso. El nuevo
ordenamiento procesal provincial, a partir
de la loy 12.734 contempla la figura de un
querellante autónomoen los casos de de-
litos de acción pública.

 

Elartículo 97 de la loy 12.734reconoce
ala víctima el derecho a presentar querella,
y a ejercer contra elimputado las acciones
tendientes a perseguirlas responsabilida-
des civiles provenientes delhecho punible,
en los términosdelcódigo. Elquerellante a
su vez posee reguladas sus facultades en
elartículo 97 de la misma ley,en sus diver-
sos incisos,así le permite: 1) proporcionar
durante la Investigación PenalPreparatoria
elementos de prueba y solicitar diligencias
particularespara el esclarecimiento del he-
cho objeto de la misma,la responsabilidad
penal del imputado y la cuantificación del
daño causado, Estas instancias serán pre-
sentadas al Fiscalinterviniente, y su recha-
zootorgarála facultad de proceder confor-
melo establecido por el artículo 286,con el
propósito de obtener un pronunciamiento
definitivo, acerca de la procedencia de la
solicitud o propuesta; 2) pedir medidas cau-
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telares para asegurar el pago dela indem-
nización civil y costas;3asistir las decla-
racionesde testigos durante la investiga-
ción penal preparatoria, con facultad para
formular preguntas y pedir aclaraciones,
pero no deberá necesariamente sercita-
docon anticipación, salvo que lo requiriera
porescrito; 4) intervenir en eljuicio dentro
de los límites establecidos poreste Códi
90; 5) interponer las medidas que estime
adecuadas para activarel procedimiento;
8) requerir pronto despacho; 7)formular
acusación; 8) recurrir en los casos, por los
mediosy en la forma previ

    

   

En ningún caso suactividad estará su-
bordinada a directivas o conclusiones del
Fiscal.

Este último párrafo, de trascendente
importancia, consagra la falta de depen=
dencia del querellante respecto delfiscal.
permitiéndole entonces actuar autónoma-
mente, receptando asíparte de lajurispru-
dencia de la Corte Suprema de Justicia de
la Nación, sobre todola sostenida porel
alto Tribunal en el caso «Santillám»"

 

Constitución Nacional surge claramente
que no existe prohibición alguna que per-
imita suponerquela constitución del par-
icular en querellantedevenga inconstitu-

cional, es más, de la exégesis de lo dis-
puesto porel artículo 18 que consagra la
garantía deljuicio previo, así comolas nor-
'mas que permiten la delegación de compe-
tencia a losparticulares a través deljuicio
porjurados lo dispuesto porel artículo 25
de la Convención Interamericana de Dere-
chos Humanos,incorporado porelartículo
75 inc, 22 que garantiza el derecho a un
rápido acceso a la justicia, permite supo-
ner quela participación del ofendido en el
proceso se encuentra autorizada.

 

 

 

 

La discusión acerca ofendido por el
delito debe ser admitido o no como acusa-
dor ha sido ampla, y no siempre taldebate
transitó por los carriles actuales, sino que
en algún momento histórico la incorporación
'no.encontró fundamentoen a necesidad de
atender primordialmente a la situación de
la víctima, o en consideraral instituto den-
tro del paradigma del modelo acusatorio.
Esta última ha sido la postura prevalecien-
te. contemplándose y regulándose la figura

  

 

 

del querellante no sólo en el Código Proce-
sal Penal de la Nación, sino también en la
mayoría de los ordenamientos procesales
locales, tal como reseñara más arriba.

  

 

La Corte Suprema de Justicia de la:
ción en el caso «Tarifeño» resolvió que el
ictado de una condena, pese a la absolu-

ción solicitada porel Fiscal, violaba las ga-
rantías constitucionales de la defensa en
juicio y el debido proceso, pues la garantía
consagrada en el artículo 18 de la Consti-
tución Nacional exige la observancia de las
formas sustanciales deljuicio relativas a la
acusación,defensa, prueba y sentencia dic-
tada porlosjueces naturales, y en el caso,
se habla dictado sentencia condenatoria sin
que mediase acusación

 

 

 

 

Sin embargoel posterior fallo del caso
«Santillán» marcó un hito que permite infe-
rir la orientación del cuerpo hacia recono-
cer amplias facultades de participación al
querellante elproceso, reconociendo de
esa manera el derechodela victima obte-
nerprotección porpartedel derecho penal.

 

En la causa «Santillán», la Corte Su-
prema de Justicia de la Nación revocó una



sentencia de la Cámara Nacional de Ca-
ación Penal por la cual se confirmaba la
sentencia del Tribunal Oralen lo Criminal
Federal n* 5 de Capital Federal en cuanto
disponía la absolución del imputado Frar
cisco Santillán en ordenal delito por el que
fuera solicitada la elevación juicio por el
Agente Fiscal y el querellante

  

 

Llegado el caso a la Corte Suprema de
Justicia de la Nación,se dejó sin efecto la
sentencia de Casación que confirmaba el
emitido porelTribunal de juicio. El Alto Tr
bunal sostuvo que la exigencia de acusación,
'comoforma sustancialen todo proceso penal,
salvaguardala defensa en juicio deljustci
ble, sín que tal requisito tenga otro alcance
que el antes expuesto contengadistingo algu-
no respecto delcarácter público o privado de
¿quien la formula (considerando 10? del voto
dela mayoría) agregando que«.. todo aquel
aquien laley reconoce personería para actuar
enjuicio en defensa de sus derechos estáam-
parado por la garantía del debido proceso le-
gal consagrada porelart. 18dela Constitución
Nacional queasegura todos los litigantes
por igual el derecho a obtener una sentencia
fundada previojuicio levado en legal forma»
(considerando 11* delvoto de la mayoría).

 

   

En elcitadodecisorio, el lt tribunal ha
choque: “Todo aque a quen a lyreconoce
personería para actuar en juicio en defensa de
sus derechos está amparadopoa garantía del
debido proceso legal consagrada porel art, 18
¿ea Constitución Nacional, que asegura, ato-
ososliganesporigual elderecho obtener
una sentencia fundada, previo juicio levado en
legalforma”(csn,Falos 268:266, Conside-
randou).lo cual significa que la posibilidad
eocurrirantel jurisdición en procura de
Justicia através del dictado de una senten-
cia fundada y úilnoes patrimonio exclusivo
del imputado, sino quedicha garantía ampa-
ra, de manera igualitaria, tambiénalquere-
llantefalos 199:617305:21.500), posición
esta que se encuentra en consonancia con
la de expuesta porel Art.8dela Convención
Interamericana delos Derechos Humanos
14.1 del Pacto Internacional de Derechos
civiles Políticos.

  

Desarrollando este argumento es que
sostuvo la Corte que una absolución dic=
tada porel Tribunalde juicio por haberla
solicitado el Fiscal, a pesar del pedido de
condena del querellante particular, ha sig-
nificado:«Un serio menoscabo de los dero-
chos aseguradospor la Constitución Nacio=

al».(Santillán) pues al privaral querellante
particular, quien tiene derecho, según la cn,
de formular acusación en juicio penal, de
obtener un pronunciamiento útil relativo a
sus derechos, significa dejar a ese derecho
vacío de contenido.

Mediante este fall,la Corte Suprema
ha dejadoestablecido que la persona que
resultare víctima de un delito tiene una fa-
cultad autónoma y aun sustitutiva de la del
Ministerio Público Fiscal(dejando de lado
elprecedente «Tarifeño») de reclamarante
lostribunales, la aplicación, al partícipe de:
aquél, de una sanción prevista en a loype-
nalsustantiva,atribución esta quese lere-
conoce la víctima en su carácterde tal y
o cualquier persona.

   

Comose aprecia,l decisorio se sustentó
enelderechoaljurisdicción consagrado im-
plíctamente en el art.18 de la Carta Magna ,
cuyo alcance, como la posibitidad de ocurrir
ante algún órganojurisdiccionalen procura de
Justicia y obtenerde él sentencia útil relativa a
losderechosde los litigantes (Fallos: 199:617:
305:2150, entre otros), es coincidente con el
quereconocenlos art.8*, párr. primero, dela
Convención Americana sobre Derechos Hu-
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manos y 14.1 del Pacto Internacionalde De-
echos Civiles y Políticos.

Luego la Corte volvió ala doctrina sen-
tada porel precedente «Tarifeño» y mástar-
de enla causa «Sabio»fallada en Julio de
2007ratificó l precedente «Santilám» ro-
mitendo al dictamendel procurador fiscal,
expresando que «la exigencia de acusación,
como forma sustancia de odo proceso penal,
salvaguarda la defensa en juicio del justicia
ble, sn quel requisito contengadistingo al-
uno respectodelcarácterpúblico o privado
de quien lo formule, y que el particular que-
rellante,a quien eprocedimiento local le re-
conoce el derecho a formular acusación, está
amparado porla garantía del debido proceso.
legalconsagrada por elartícuo 18de la CN>>

Se consagra asíla participación autóno-
ma del querellante dentro del proceso penal,
que luegoes receptada con dichos alcances
dentro de algunosdigestos legislativos, entre
ellos nuestra ley provincial 12.734,

 

Cobra fuerza entoncesla figura de un
querellante autónomo, devolviendo la víc=
tima del delito su expropiadorol, resultado
también delfracaso en la práctica de algu-

 

ción procesal y de la aparición de nuev
concepciones filosóficas inspiradas en los
Tratados supranacionales suscriptos por
nuestro país e incorporados a nuestra Car-
a Magnaporimperio dela reforma produ-
cida en 1994alartículo 75 inc.22, resulta
uniformeel criterio de reconocerel derecho
dela víctima a obtenerjusticia, de lo cualse
derivan los derechos a obtener del Estado
una investigación judicial que se realice se-
riamente y con todos los medios a su alcance,
a fin e identificar a los responsables y de
imponerles las sanciones pertinentes'.

 

Esta contradicción aparente entre la po-
testad estatal de persecución y el derecho
del ofendidoa intervenir en el proceso en
procura de justicia, sólo puede tener so-
lución si se entiende quela víctima es un
protagonista principal del conflicto social
junto al autor; y el conflicto nunca podrá
pretender haberhallado solución integral
si su interés noes atendido, o al menos sí
no se abre la puerta para que él ingrese al
procedimiento,trabajando en forma inde-
pendiente del órgano de persecución penal,
que comoparte de la administración públi>
ca, tiende a burocratizarse,a dar mediante

  

rutinas, respuestas genéricas racionales,
pero sin atenderlos intereses individuales
o el caso concreto. Porello, la intervención
delofendido en el procedimiento permite
corregir ese defecto y volverlo a las nece-
sidades particulares del caso.

Sin embargo, habrá que ver cuáles son
losresultados prácticos de la puesta en
marcha de nuevo sistema, aunquese pue-
de avizorar que una mayor intervención de
sujetos procesales -sibien va a mejorarla
calidad de las investigaciones y del juicio-
puedeaumentarla ltigiosidad y por ende
producira saturación derecursos humanos,
logísticos y técnicos, lo que desde este pun-
to de vista puede generar un nuevo debate
sobre la conveniencia de estos institutos
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